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DIVISIÓN JURÍDICA

              Al contestar refiérase

       al  oficio  Nº   0 1 2 2 3  
4 de febrero, 2010

DJ-0495-2010

Licenciada
Susana López Rivera

Directora Jurídica 

MINISTERIO DE OBRAS PÚBLICAS Y TRANSPORTES 
Fax: 2223-9597
Asunto: Se aprueba el contrato suscrito entre el Consorcio CELCO–New Age Marketing-IPIA y el Ministerio de Obras Públicas y Transportes para la pintura de vigas de acero para puentes correspondiente a la Licitación Pública 2009LN-000054-32700.
Damos respuesta al oficio 20097258 de 16 de diciembre del 2009 recibido en esta división el día 17 mediante el cual solicita el refrendo del contrato suscrito entre el Consorcio Celco –New Age Marketing-IPIA y el Ministerio de Obras Públicas y Transportes para la pintura de vigas de acero para puentes correspondiente a la Licitación Pública 2009LN-000054-32700.  El citado oficio se complementa con el 20100372 de 27 de enero del 2010 mediante el cual se remite certificación de contenido presupuestario  correspondiente al presente año. 
Una vez efectuado el análisis correspondiente se devuelve el documento de cita con el respectivo refrendo con vista en la certificación que acredita la existencia de contenido presupuestario para respaldar la contratación, emitida por la Licda. Olga Villagra Esquivel  Jefe del Departamento de Ejecución Presupuestaria de esa Institución.

El cumplimiento de los requisitos y condiciones técnicas queda a entera responsabilidad de esa Administración de conformidad con lo señalado en el oficio de Informe de Análisis Técnico 110609 suscrito por la Ing. María Ramírez González visible al folio 610 del Expediente Administrativo. 
Asimismo deberá verificarse que la garantía de cumplimiento se encuentre vigente por todo el período exigido en el pliego de condiciones.   Además, se deberá velar por que durante toda la ejecución del contrato se respete el régimen de prohibiciones para contratar con el Estado, de conformidad con la Ley de Contratación Administrativa y su reglamento, lo cual como quedó dicho es responsabilidad de esa Administración.

En cuanto al monto establecido en el contrato, tenemos que la modalidad utilizada conforme al artículo 163 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa implica una naturaleza de carácter inestimable, lo cual coincide con el procedimiento utilizado y con las prórrogas eventuales que se han dejado previstas (artículo 6 del contrato). Es por ello que entendemos que el monto de ¢240.000.000.00 referido en el artículo 1 del contrato, es de carácter indicativo para los cálculos y detalles que se hacen después para los precios unitarios en esa misma cláusula.
Por otra parte, señalamos que no se ha encontrado en el expediente administrativo el estudio de razonabilidad de precios lo cual conforme con el artículo 9 del Reglamento Sobre el Refrendo de las Contrataciones de la Administración Pública
, es un aspecto de exclusiva responsabilidad de la Administración, por lo que este órgano contralor presume que se ha valorado apropiadamente  este aspecto. 

Sobre el reajuste de precios, regulado en el artículo 7 del contrato, le indicamos que corresponde a la Administración licitante adoptar las medidas de control interno que le permitan administrar los riesgos asociados a este aspecto, de conformidad con el artículo 10 del Reglamento de Refrendos
.
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Finalmente debe tener especial cuidado la Administración durante la ejecución del contrato con la verificación del cumplimiento de las condiciones pactadas, en especial el plazo de ejecución de las obras, las condiciones técnicas y la garantía de servicio.

Atentamente,

Lic. Elard Gonzalo Ortega Pérez
            MSc. María de los Ángeles Calderón Ferrey

Gerente Asociado                                                        Fiscalizadora

MCF/mgs

Anexo: 
Licitación Pública 2009LN-000054-32700 (2 tomos)

C: 
Archivo Central
Ni:  
25548 y 1748 -10

G: 
2010000025-1
� Artículo 9.- Presunciones y responsabilidad de la Administración. El análisis de legalidad que realiza la Contraloría General de la República para determinar la procedencia del refrendo, se circunscribe a los aspectos detallados en el artículo anterior.  Por lo tanto, bajo la exclusiva responsabilidad de la Administración se presume la legalidad de los demás aspectos no abordados en el análisis descrito, los cuales están sujetos a la fiscalización posterior facultativa y en general a las vías ordinarias de impugnación de los actos y contratos, tanto en sede administrativa como judicial.





Es responsabilidad exclusiva de la Administración constatar la razonabilidad del precio, aspecto que no será abordado en el análisis de legalidad del refrendo, pero estará sujeto a la fiscalización posterior facultativa.  Cuando los estudios técnicos incorporados en el expediente señalen la no razonabilidad del precio, deberán acreditarse las razones técnicas y jurídicas que sustenten la decisión de proseguir con la contratación.  La procedencia de esas razones forma parte del ámbito de responsabilidad de la Administración y está sujeta a la fiscalización posterior facultativa.





� Así reformado mediante la publicación  de la Gaceta No.28 del 10 de febrero de 2009.





